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POLÉMICA SOBRE LACESIÓN DEL I. R. P. F. A LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Asistimos estos días a un saluda
ble debate sobre un tema en cl
que, desde que cl proceso auto
nómico inició su andadura, los
progresos han sido escasos: la
corresponsabilidad fiscal de las
comunidades autónomas.

El resultado actual del siste
ma de financiación de las comu

nidades es que éstas, que obtie
nen la mayor parte dc sus ingre
sos mediante transferencias de la

Administración central, dispo
nen de gran autonomía en el gas
to, pero no en la gestión y redau-
cación de ingresos tributarios.
Por otra parte, y también refi
riéndonos al actual estado de la
situación, se constata que el Fon
do de Compensación Interterri-
torial (FCI), que es el mecanismo
habilitado para corregir desequi
librios regionales, no sólo no ha
conseguido evitarlos, sino que
los está consolidando.

Es decir que, si bien los acuer
dos sobre financiación obviamen
te han servido para que camine el
proceso autonómico, también pa
rece oportuno reconocer la conve
niencia de ir perfeccionando el sis
tema, para que éste responda al
principio de solidaridad que cons-
titucionalmente vertebra el Estado
de las autonomías.

Por mi parte, estimo positivo el
debate abierto en torno a la co

rresponsabilidad fiscal, en tanto
que ésta puede faciltiar a los ciu
dadanos la apreciación dc que son
varias las administraciones impli
cadas en los recursos que se le de
traen, y que todas compartan, asi
mismo, la corresponsabilidad po
lítica que conlleva la recaudación
tributaria. Además puede crear
una mayor percepción individual
y colectiva de que su esfuerzo fis
cal va a recalar en su territorio.

La propuesta que está siendo
vivamente debatida consiste en la

cesión a las comunidades autóno

mas del 15% de la recaudación del

IRPF en su territorio. Lo que se
pretende con esta fórmula-es que
las comunidades autónomas reci
ban el total que les corresponda
por su población, superficie, renta
y esfuerzo fiscal, en función a un
porcentaje de la recaudación del
IRPF (el 15%), pero en ningún
caso percibirían una cantidad su-

Corresponsabilidadfiscal
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Considera el articulista que en la cuestión
de la corresponsabilidad fiscal es esencial
no aumentar los desequilibrios regionales
para lo que considera prioritario perfec

cionar la LOFCA. En igual sentido seña
la la posibilidad de otros mecanismos,
como un recargo opcional, que permitiría
una mejor política fiscal.

perior a ese total, que es el resulta
do de aplicar las variables socio
económicas antedichas.

A aquellas comunidades cuyo
15% del IRPF exceda la cantidad
establecida se les detraería la di
ferencia entre ambas. En las que
resulte inferior se les compensa
ría manteniendo una participa
ción en los ingresos del Estado.

Por consiguiente, para el año
inicial de aplicación de este nuevo
procedimiento su efecto será neu
tro. Pero las diferencias respecto al
sistema actual se producirán en los
años sucesivos, ya que el acuerdo
de financiación determina que la
participación en los ingresos del
Estado crecerá anualmente al mis
mo ritmo que aumenten ciertos
gastos del presupuesto del Estado
(los denominados gastos equiva
lentes) o el PIB.

Y aquí es donde surgen las di
ferencias. Las comunidades en
las que la recaudación por IRPF
aumente en mayor proproción a
como lo hagan los gastos equiva
lentes o PIB resultarían benefi
ciadas —lo que, en principio, pa
rece favorecer a las más prósperas
y de economía más dinámica— y
perjudicaría a las más atrasadas
en términos de renta y riqueza.
Con excepciones, como ha sido el
caso de Murcia, este comporta
miento es el que se ha podido
constatar durante los últimos
años, por lo que la aplicación del
mecanismo tendería a acrecentar
los desequilibrios financieros entre
las regiones más y menos ricas.

Una primera consideración

respecto a esta iniciativa lleva a
preguntarnos si con la misma se
alcanza el objetivo de correspon
sabilidad fiscal. Parece extremada
mente complejo qeu en la gestión
del IRPF se pueda separar un 85%
que correspondería a la Adminis
tración central y un 15% a las co
munidades autónomas. En la
práctica seguirían gestionando y
recaudando las delegaciones del
Ministerio de Hacienda, y las co
munidades percibirían lo que les
corresponde como una transferen
cia del Estado. Es decir, como
ocurre ahora. Cambiaría el nom

bre, pero no el procedimiento.

Solidaridad interregional

Sin embargo, más preocupante
me parece que esta propuesta ha
llevado el debate a la mera discu

sión cuantitativa sobre si se gana o
se pierde, soslayando un principio
fundamental como el de la solida

ridad interregional, pues ello su
pondría profundizar en los des
equilibrios que la financiación
autonómica de los últimos años

ha originado en las comunidades,
incluso entre las del mismo nivel

competencial.
Habría, pues, que corregir al

gunas lagunas del sistema actual
que son fuente de desequilibrios:

1. Puesta en marcha del articu

le de la ley de Financiación de ¡as
Comunidades Autónomas, que
permite crear un fondo financiero
del que se beneficiarían aquellas
comunidades en las que el nivel de

prestación de servicios por parte
del Estado en su territorio sea in
ferior a la media nacional.

2. Evitar los desajustes que
provoca la regulación actual del
FCI que, respecto del valor aña
dido bruto —una de las variables

que utiliza para redistribuir re
cursos entre las nueve regiones
beneficiarias del Fondo, que son
las de menor renta de España-
aumenta la asignación a las re
giones en las que menos haya
crecido dicha variable, restándo
los de aquéllas en las que más ha
aumentado, por lo que no altera
el total a repartir. Por este moti
vo, en 1993 Murcia percibirá 838
millones de pesetas menos que en
1992, mientras que aumenta la
dotación por tal concepto en Ex
tremadura, Andalucía o Galicia.

Es decir que esta variable está
redistribuyendo recursos entre
las regiones menos ricas. Y si el
FCI consiguiera su teórico obje
tivo de equilibrar las economías
regionales, igualaría la renta en
tre las regiones pobres, pero
siempre a un nivel inferior a la
media nacional, puesto que to
das ellas están por debajo de ese
nivel. No parece razoanble que
regiones como Murcia, que indu
dablemente ha sido una de las
que más ha crecido durante los
últimos años ochenta pero toda
vía está por debajo de la media
nacional, transfiera recursos del
FCI a regiones de situación simi
lar, como Andalucía o Galicia, y
tampoco que reciba menos recur
sos que antes de la reforma del

FCI, mientras se mamiene los que
les corresponden a las comunida
des que, por más desarrolladas,
quedaron fuera del fondo. Esa di
námica no corrige diferencias,
sino que las consolida.

3. Otro resultado del actual sis

tema es que son notables los des
equilibrios en la asignación de re
cursos por habitante. concepto
por el cual Murcia percibirá un
79,5% de la media de regiones de
su nivel competencial.

En relación con la propuesta
de cesión del 15% de recaudación

del IRPF, ya se ha mencionado
que acentuaría estos desequili
brios. No obstante, se podrían
estudiar mecnaismos que pudie
ran limitar los efectos negativos
y positivos. Por ejemplo, asegu
rar a todas las comunidades
autónomas que los recursos cre
cerán, por lo menos, al ritmo de
los gastos equivalentes. La cesión
de otros impuestos de mayor ca
pacidad recaudatoria, el estable
cimiento de recargos o la partici
pación de las comunidades autó
nomas en la agencia tributaria
estatal podrían ser opciones a
considerar de tanta o mayor ca
pacidad, desde el pumo de vista
de la corresponsabilidad fisca:.

En conclusión, considero po
sitivo que las comunidades autó
nomas avancemos en la corres

ponsabilidad fiscal con el Estado
para que la autonomía financie
ra alcance su pleno sentido tam
bién en la vertiente de los ingre
sos, pero la fórmula que se im
plante debe ser complementada
con mecanismos correctores que

eviten acrecentar los desequf.i-
brios financieros entre las regio
nes, socavando el principio cons
titucional de solidaridad, en e!

bien entendido que la práctica
solidaria no sólo obliga a las re
giones entre sí, sino al Estado
para con las regiones y a ésta
para con el Estado. En el ejerci
cio ponderado de esta triple ver
tiente solidaria, estoy seguro que
se hallará el adecuado mecanis
mo que haga factible la necesana
corresponsabilidad fiscal.
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